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1 reciente fallo del Tribunal de la Libre Com- 

petencia (TDLC) que sancionó con el pago de 

multas por más de $ 2.600 millones, en total, 

a Consorcio, LarrainVial y al empresario Juan 

Hurtado por participar en forma simultánea 

en los directorios de ambos grupos, ha abierto 

una aguda discusión respecto de los funda- 

mentos de la decisión, su apego al rigor legal y los alcances 

de sus posibles consecuencias. 

Hasta antes de la decisión dividida de los ministros del orga- 

nismo, lo expresamente perseguido fue 

la eventual participación de directores 

en empresas que compiten entre sí, co- 

nocido como interlocking directo. Pero, 

según expertos en libre competencia, 

el TDLC amplió sorpresivamente este 

escenario a la participación de directores 

en otras empresas de un grupo como sus matrices- llamado 

interlocking indirecto, figura que no está contemplada en la 

legislación de libre competencia y que ha dado pie a cuestiona- 

mientos sobre su legitimidad jurídica. 

A juicio del tribunal, los investigados infringieron la prohibi- 

ción establecida en el artículo 3” letra d) del DL 211. Y a pesar de 

que Hurtado no participó simultáneamente como director de 

las empresas corredoras de valores de Consorcio y LarrainVial, 

la FNE y el TDLC estimaron que infringió igualmente la norma 

por haber sido director de sus respectivas controladoras. 

En sus argumentos, el TDLC sostuvo que el interlocking es 

una infracción per se, que no depende de otras condicionantes, 

como sus efectos en el mercado, para caracterizarla como ilíci- 

ta. Así, por primera vez se impusieron sanciones a una persona 
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natural y a entidades jurídicas. 

No obstante, el fallo acoge una interpretación legal de la FNE 

que es contraria a la letra y sentido de la norma, a la historia de 

su establecimiento y a lo que la misma FNE y el Estado de Chile 

habían sostenido sistemáticamente. 

Foco de especial cuestionamiento es el marco normativo uti- 

lizado, ya que es una disposición pensada exclusivamente para 

personas naturales. En este marco, la posibilidad de sancionar 

a personas jurídicas resulta difícil de argumentar, consideran- 

do que las empresas competidoras no designan a sus propios 

directores, sino que lo hacen los accionis- 

tas, sobre quienes es complejo afirmar que 

tengan un deber de cuidado en relación 

con la no comisión del ilícito sancionado. 

El argumento de interlocking indi- 

recto tampoco convence, por cuanto la 

investigación involucra a grupos que no 

compiten. Al usarse este calificativo, se estaría creando en los 

hechos una nueva figura penal. Y preocupa, igualmente, que 

criterios como los incluidos en el fallo lleguen a extrapolarse a 

Otros casos. 

El voto de minoría advirtió que la FNE logró una condena sin 

tener que probar efectos en la libre competencia, sobre la base 

de una norma pensada para otra cosa, lo que podría conllevar 

consecuencias sobre la predictibilidad de la norma. Esto ya ha 

ocurrido en diversas sentencias de la Corte Suprema que han 

enmendado decisiones de organismos técnicos. Así, será clave 

la posición de la Tercera Sala, cuya nueva configuración se 

pronunciará sobre los recursos de reclamación interpuestos por 

los involucrados, lo que dará luces sobre el espacio para volver a 

la esencia del derecho y al apego a la norma. 
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Harvard contra 
Trump 

s difícil encontrar una figura que en el 

último siglo haya ejercido más poder 

que Donald Trump. De hecho, apenas 

transcurridos tres meses desde su 

asunción, muchos ya se están preguntando 

seriamente cómo frenarlo. 

Y es que nuestra relación con el poder es 

ambigua. Entregamos poder a ciertas per- 

sonas para que se hagan cargo y resuelvan 

nuestros problemas y, al mismo tiempo, 

ponemos límites para que no abusen de 

él. Eso es la democracia, pero también la 

relación entre padres e hijos, o entre ge- 

rentes generales y directorios. En tiempos 

críticos, estamos incluso dispuestos a 

ceder más poder, siempre con la esperanza 

de recuperarlo después. 

El problema se produce cuando quienes 

reciben ese poder se deslumbran y co- 

mienzan a monopolizarlo, haciendo uso 

de él para silenciar críticas, debilitar los 

contrapesos, rodearse de personas leales y 

perpetuarse. Hitler, Chávez, Putin, Orbán 

y Erdogan siguieron ese camino, traspa= 

sando gradualmente los límites, ante la 

pasividad -o conveniencia- de los demás, 

hasta que ya fue demasiado tarde. 

Que esto ocurra en EEUU parecería inve- 

rosímil, pero las señales son inquietantes. 

Por un lado está el caos mundial que Trump 

ha generado con sus aranceles y, por otro, 

el intento de reconfigurar el país según una 

visión ideológica excluyente. Lo primero 

acapara más titulares, pero lo segundo pue- 

de resultar más peligroso. Veamos. 

Trump y muchos otros políticos -re- 

publicanos y demócratas- consideran que 

no es justo el desbalance comercial que 

su país tiene con otras naciones y buscan 

remediarlo a través de la aplicación de 

aranceles. El modo de hacerlo podrá ser 

criticado, y con razón, pero el objetivo es 

pragmático y es una forma de hacer frente 

a un déficit fiscal que nadie hasta ahora ha 

podido contener. 

Distinto es lo que Trump está haciendo 

hacia dentro, porque eso de la eficiencia 

“La arremetida en contra de las universidades parece ser 
una forma oculta de atacar la autonomía institucional y el 
pluralismo. De ahí la Importancia de lo que hizo la Unwersidad 
de Harvard, al negarse a cumplir con las exigencias”. 
del aparato público parece cada vez más 

una excusa para deshacerse de agencias 

y funcionarios que piensan distinto; y la 

arremetida en contra de las universidades 

—bajo pretextos de antisemitismo, falta 

de control migratorio y uso incorrecto de 

recursos públicos- parece ser una forma 

oculta de atacar la autonomía institucional 

y el pluralismo intelectual. 

De ahí la importancia de lo que hizo la 

Universidad de Harvard la semana pasada, 

al negarse a cumplir con las exigencias 

impuestas por la administración Trump, que 

consideraban, entre varias otras cosas, el 

control sobre la selección de profesores y el 

contenido académico. Las represalias no se 

han hecho esperar, e incluyen la suspensión 

de financiamiento federal, la orden para 

eliminar su estatus de exención tributaria, 

y la amenaza de prohibir la admisión de es- 

tudiantes internacionales si no se entregan 

sus expedientes, lo que llevó a Harvard a 

presentar una demanda judicial este lunes. 

Hasta ahora, universidades, compa- 

ñías y estudios jurídicos habían optado 

por acomodarse y evitar los costos de un 

enfrentamiento con Trump y los ideólogos 

de MAGA. Harvard no siguió ese camino y 

decidió levantar la voz y asumir los riesgos. 

Es difícil exagerar la importancia que esto 

tiene en el escenario reinante, porque puede 

marcar un antes y un después, alentan- 

do a otros a hacer lo mismo. Cuando una 

universidad decide que la libertad académica 

y la autonomía no se negocian, está diciendo 

algo más grande: que el poder debe tener 

límites. Y que todavía hay quienes están 

dispuestos a pagar el costo por recordarlo.   
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La costosa asimetría de 
poder entre el SIl y el 
contribuyente común 

l actual sistema tributario chileno se estructura sobre el prin= 

cipio de autodeclaración: el contribuyente calcula y paga sus 

impuestos. El Servicio de Impuestos Internos (SII) cumple un 

tol central, como fiscalizador, intérprete y ejecutor del régimen 

tributario, concentrando gran cantidad de facultades, que generan 

una gran asimetría de poder entre el fisco y el contribuyente co- 

mún. 

En los hechos, el SII puede fiscalizar, requerir antecedentes, 

revisar operaciones, aplicar sanciones, e interpretar administrati- 

vamente la ley tributaria. Esto tiene efectos prácticos que muchas 

veces equivalen a una norma vinculante para el contribuyente, 

sin que haya un debate legislativo ni un control judicial previo. El 

hecho de que el SII pueda redefinir la naturaleza de actos jurídicos 

en función de su sustancia económica genera inseguridad jurídica, 

cuando se aplica con criterios poco predecibles. Esto se agrava al 

combinarse con la presunción de dolo y trasladar al contribuyente 

común la carga de la prueba, dado que muchas veces los mecanis- 

mos de defensa disponibles actúan como barreras de acceso. Por 

ejemplo: en procesos administrativos de fiscalización o liquidación, 

el SII exige garantizar o pagar el monto en cuestión para poder re- 

currir, lo que para muchos “En el caso de los 

asimetría del poder fiscal reavalúos, el sl aciúa 
del Estado yla posición — CON facultades amplias, 

del contribuyente común — frente a un contribuyente 
son osea ASE Con escasos mecanismos 
plias, técnicas y muchas para negociar 0 

defenderse”. veces incuestionables 

frente a un contribuyente 

con escasos mecanismos para anticipar, negociar o defenderse 

frente a decisiones que afectarán profundamente su situación 

financiera. Los reavalúos no se discuten, no se consensúan, y en 

la mayoría de los casos, no se comunican de forma clara antes de 

aplicarse. En 2022, como consecuencia del revalúo urbano, miles de 

personas vieron duplicadas o triplicadas sus contribuciones, espe 

cialmente en comunas donde los precios del suelo habían subido. 

Sin embargo, no hubo protestas, ni declaraciones parlamentarias, 

ni proyectos de ley para moderar estos efectos, debido a que los 

afectados eran personas naturales que no contaban con lobby ni 

con espacio en la agenda pública. 

En cambio, el reavalúo agrícola generó una ola de reacciones 

porque contribuyentes rurales están organizados, representan 

intereses económicos visibles y cuentan con respaldo político 

transversal. De hecho, se anunció una postergación del cobro y una 

ley para suavizar su impacto. Esto evidencia el tremendo desba- 

lance estructural entre el poder fiscal del Estado y la posición del 

contribuyente común. La concentración de funciones en el SII per 

se es motivo de debate técnico, pero claramente debiese ir más allá, 

pues no todos los contribuyentes están en condiciones de ejercer 

sus derechos con la misma fuerza. Tiene que haber un equilibrio 

entre quien cobra y quien paga. 

es inviable. 

Otra ejemplo de la 
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